Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, sala VII

Fiscalia de Distrito de Saavedra y Nuñez • 16/10/2013 

TEXTO COMPLETO: 

2ª Instancia.— Buenos Aires, octubre 16 de 2013.

Los doctores Cicciaro y Divito dijeron:

De forma liminar, se menciona que según el criterio asumido por el Tribunal, aun cuando la representante del Ministerio Público Fiscal hubiese requerido el archivo por inexistencia de delito (fs. 22 vta./23), no existe impedimento alguno para que el trámite continúe con el acusador particular, siempre que las razones habidas a partir del fallo "Santillán" (Fallos: 321:2021), en el marco de la tutela judicial efectiva, importan la necesidad de que los derechos de las víctimas a una investigación judicial sean garantizados por un juez competente aún con anterioridad al juicio (de la Sala, causa nº 37.653, "Biancotti, Rodolfo", del 1 de diciembre de 2009).

Sentado ello, en cuanto al fondo del asunto, se comparte la decisión puesta en crisis.

Al respecto, se recuerda que el artículo 293 del Cód. Penal reprime a quien "insertare o hiciere insertar en un instrumento público declaraciones falsas, concernientes a un hecho que el documento deba probar, de modo que pueda resultar perjuicio".

Según se denunció, tanto el empleado de la Fiscalía de Distrito de Saavedra y Núñez, A. S., como otros dependientes que cumplen funciones en las oficinas del Ministerio Público Fiscal, ubicadas en la calle ... de este medio, informaron a sus interlocutores —en forma errada por cierto— respecto de la inexistencia de actuaciones complementarias a la causa nº 26.131/13, caratulada "B., L. y otros sobre extorsión, denunciante: E., F. y otros".

Con independencia del cabal conocimiento que pudieran tener los empleados sobre la falsedad de tales menciones, lo cierto es que la instrumentación de sus respectivos dichos en la escritura pública pasada a fs. 1/3 o en el informe actuarial obrante a fs. 91, ha resultado un hecho ajeno a quienes negaron la existencia de las actuaciones requeridas.

De tal modo la falsedad de la información relativa a la tramitación de actuaciones complementarias no encuadra en las previsiones del artículo 293 del Cód. Penal ya que los fedatarios labraron las respectivas constancias de los actos pasados ante sus sentidos y ellas reproducen lo efectivamente acontecido, esto es, la desacertada información vertida en las respectivas sedes del Ministerio Público Fiscal.

En otras palabras, lo que los documentos estaban destinados a acreditar era la información verbalmente suministrada y no, en cambio, su veracidad. Por lo demás, sin perjuicio de las actuaciones administrativas que pudieran formarse, tampoco se advierte que el hecho hubiese irrogado perjuicio a la parte, siempre que el legajo complementario ha quedado a su disposición para oponer las defensas que estime pertinentes. Sentado ello, en cuanto a las costas procesales, se estima que los motivos que dieran origen este legajo justifican que sean soportadas en el orden causado (artículo 531 del digesto ritual). Así votamos.

El doctor Scotto dijo:

Al respecto, y tal como sostuve en el voto emitido en la causa nro. 1852/12, caratulada "Paladino, M.", del 14 de diciembre de 2012, respecto al archivo por inexistencia de delito decidido en la instancia anterior entiendo que, frente a lo previsto en el artículo 5° del Cód. Procesal Penal de la Nación, por el cual el legislador ha reconocido al Ministerio Publico Fiscal como protagonista del impulso de la acción penal pública, la ausencia del requerimiento fiscal de instrucción, deja huérfana la petición del acusador particular para iniciar la sustanciación del proceso con su sola participación. De tal suerte, cuando el agente fiscal propicia el archivo por inexistencia de delito, si el magistrado interviniente está de acuerdo, resolverá en tal sentido, caso contrario, deberá archivar el sumario por no poder proceder en razón de la ausencia del requerimiento fiscal de instrucción que se valora como un elemento irremplazable para el inicio del proceso (artículos 5 y 180 del Cód. Procesal Penal de la Nación). Lo expuesto, conduce a sostener que la decisión de esta Alzada, en caso de que el Fiscal de Cámara no adhiera al recurso de la querella, debe limitarse a revisar los aspectos formales de la resolución del juez y del dictamen fiscal a fin de corroborar su razonabilidad y debida fundamentación, en orden a lo prescripto por los artículos 69 y 123 del Cód. Procesal Penal. Así, en la medida en que se ha concretado la intervención del agente fiscal mediante la delegación ordenada de acuerdo al artículo 196 del ceremonial —oportunidad en la que solicitó el archivo por inexistencia de delito tras ratificar los términos de la denuncia— y que el juez ha valorado en su totalidad las circunstancias denunciadas originariamente por la parte recurrente, entiendo que se ha cumplido respetuosamente la garantía que asegura el acceso a la justicia a quienes consideren violentados sus derechos, por lo cual también entiendo que el hecho de no convalidar el avance de la pesquisa en manos del acusador particular, de ningún modo implica el cercenamiento del derecho de las víctimas a ser oídas por el órgano jurisdiccional del Estado.

Por último, voto por confirmar el archivo discernido en la instancia anterior.

En mérito al acuerdo que antecede, esta Sala del Tribunal resuelve: Confirmar la decisión extendida a fs. 67/71, con la salvedad de que las costas se imponen por el orden causado. Devuélvase y sirva el presente de respetuosa nota de envío.— Juan E. Cicciaro.— Mauro A. Divito.— Mariano A. Scotto.
